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RESOLUCIÓN 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 6 de diciembre de 2021. 

Comparece por derecho propio el peticionario, Francisco 

Valdés Pérez, mediante recurso de apelación que acogemos como 

certiorari, y solicita que revisemos la negativa del Tribunal de 

Primera Instancia a dejar sin efecto una orden para que el acusado 

contrate representación legal bajo apercibimiento de desacato. 

El 6 de diciembre de 2021, el peticionario presentó Moción 

urgente solicitando paralización de los procedimientos, en la que 

solicita la paralización de los procesos hasta que este Tribunal 

resuelva este recurso. 

Por los fundamentos que explicamos a continuación 

rechazamos intervenir en el asunto. Los hechos relevantes para la 

comprensión de nuestra determinación se detallan a continuación. 

I 

 El 7 de julio de 2021, el peticionario presentó una Moción 

bajo la Regla 64 de Procedimiento Criminal. El 15 de julio de 2021, 
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el TPI emitió una Orden donde determinó que el señor Valdés Pérez 

no estaba autorizado a representarse por derecho propio conforme 

a Resolución de 13 de agosto de 2020. Además, indicó que los 

procedimientos en el caso estaban paralizados desde el 25 de maro 

de 2021, a tenor con la Regla 240 de Procedimiento Criminal. 

 El 3 de noviembre de 2021 se llevó a cabo vista de 

procesabilidad del acusado. En la Minuta de dicha vista, transcrita 

el 5 de noviembre de 2021, el foro primario determinó lo siguiente: 

• Acoger la opinión pericial de la Dra. Carol M. 
Romey, Perito Forense, por lo que declaró al 
acusado procesable. 

• El acusado se representará por derecho propio. 

• Se devolvió el expediente a la sala de origen (s-705) 
para la continuación de los procedimientos. 

• Quedó vigente la vista sobre el estado de los 
procedimientos señalada para el 9 de noviembre de 
2021. Además, de otra vista para el 30 de 

noviembre del año en curso. 
 

 El 9 de noviembre de 2021 se celebró vista sobre el estado de 

los procedimientos y en la misma se ordenó al acusado a contratar 

representación legal en el término de quince (15) días bajo 

apercibimiento de desacato. Además, se le apercibió al acusado 

que no habría reconsideración, ya que “es una determinación final 

y firme hace mucho tiempo”. 

 El 15 de noviembre de 2021, el peticionario solicitó 

reconsideración, que fue declarada no ha lugar por tardía el 16 de 

noviembre de 2021. 

Inconforme, el 22 de noviembre de 2021, el señor Valdés 

Pérez acude ante nos y señala que el TPI cometió el siguiente error: 

Incidió el TPI y abusó intencionalmente de su 
discreción por voz de la Jueza María Teresa Rivera 

Corujo;- al Ordenarle al acusado contratar 
representación legal en 15 días bajo apercibimiento 
de desacato;- luego de que la Jueza Sarlely Rosado 

Fernández acogiera la opinión pericial de la Dra. 
Carol M. Romey, Perito Forense y disponer que 
“Durante el proceso, el acusado se representará por 

derecho propio”. 
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II 
 

El certiorari como recurso procesal discrecional, permite a 

un tribunal de mayor jerarquía revisar las determinaciones de un 

foro inferior. 32 LPRA § 3491; 800 Ponce de León Corp. v. American 

International Insu, 205 DPR 163, 174 (2020); IG Builders et al. v. 

BBVAPR, 185 DPR 307, 337-338 (2012). Si bien la determinación 

judicial sobre si expedir o no un certiorari es una decisión 

enteramente discrecional, tal discreción es un ejercicio racional 

que al aplicarse a la reflexión judicial persigue llegar a un 

resultado justo. 800 Ponce de León Corp. v. American International 

Insu, supra; Bco. Popular de PR v. Mun. de Aguadilla, 144 DPR 651, 

657-658 (1977). 

La Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 

LPRA Ap. XXII-B, R. 40, ilustra nuestra determinación en cuanto a 

la expedición de un auto de certiorari a través de los criterios 

siguientes:  

(A) Si el remedio y la disposición de la decisión 
recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 

contrarios a derecho. 
 
(B) Si la situación de hechos planteada es la más 

indicada para el análisis del problema. 
 
(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 

manifiesto en la apreciación de la prueba por el 
Tribunal de Primera Instancia. 

 
(D) Si el asunto planteado exige consideración más 
detenida a la luz de los autos originales, los cuales 

deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados. 
 
(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el 

caso es la más propicia para su consideración. 
(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa no causan un fraccionamiento indebido del 
pleito y una dilación indeseable en la solución final del 
litigio. 

 
(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa evita un fracaso de la justicia. 
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III 

El peticionario sostiene que el TPI abusó de su discreción al 

ordenarle contratar representación legal bajo apercibimiento de 

desacato. 

Este tribunal evaluó el recurso de acuerdo con los criterios 

establecidos en la Regla 40 de nuestro reglamento. 

Sin embargo, el peticionario no ha demostrado la existencia 

de ninguno de los criterios contemplados en la Regla 40 del 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones, supra, que justifiquen la 

expedición de un recurso de certiorari. Por lo tanto, no existe razón 

alguna para intervenir con la orden del TPI para que el acusado 

contrate representación legal. 

La parte peticionaria no presentó argumentos ni evidencia 

que demuestren que el TPI abusó de su discreción o cometió un 

error de derecho al emitir la resolución recurrida. 

En ausencia de una demostración clara de que el TPI actuó 

de forma arbitraria o caprichosa, abusó de su discreción o se 

equivocó en la interpretación de una norma de derecho, no 

intervendremos con la determinación recurrida. Por eso, lo correcto 

es que ejerzamos razonablemente nuestra discreción y 

deneguemos el recurso. 

IV 

 Por los fundamentos antes expuestos, denegamos la 

expedición del certiorari. Además, se declara no ha lugar la Moción 

urgente solicitando paralización de los procedimientos. 

Lo acordó el Tribunal y lo certifica la Secretaria del Tribunal 

de Apelaciones. 

Notifíquese inmediatamente. 

 
 
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


